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Legislació n 
Por Cecilio Molina Hernández, profesor adjunto de Derecho mercantil de la  
Universidad CEU San Pablo. 
 

  
Normativa estatal 
 
Ley 5/2020, de 15 de octubre, del Impuesto sobre las Transacciones 
Financieras 
 
Desde el año 2013 España forma parte del grupo de países de la Unión Europea en el 
procedimiento de cooperación reforzada para la adopción de una Directiva sobre la 
implantación armonizada de un Impuesto sobre Transacciones Financieras, conjuntamente con 
Alemania, Francia, Austria, Bélgica, Eslovaquia, Eslovenia, Grecia, Italia y Portugal. 
 
Durante estos años, a pesar de los avances en la configuración del impuesto, no ha sido 
posible alcanzar un acuerdo que dé lugar a la aprobación de la Directiva. Teniendo en cuenta el 
tiempo transcurrido desde entonces, y sin abandonar el procedimiento de cooperación 
reforzada de cara al establecimiento de un impuesto armonizado, se considera oportuno 
establecer a nivel nacional el Impuesto sobre las Transacciones Financieras, con la finalidad de 
contribuir al objetivo de consolidación de las finanzas públicas, y reforzar el principio de 
equidad del sistema tributario, habida cuenta que las operaciones que ahora se someten a 
tributación con carácter general no se encuentran sujetas efectivamente a impuesto alguno en 
el ámbito de la imposición indirecta. 
 
La configuración del impuesto sigue la línea adoptada por países de nuestro entorno, entre los 
que cabe citar a Francia e Italia, contribuyendo de esta forma a una mayor coordinación de 
estos gravámenes en el ámbito europeo. 
 
Así, el hecho imponible del impuesto está constituido por la adquisición onerosa de acciones 
de sociedades españolas, con independencia de la residencia de las personas o entidades que 
intervengan en la operación. 
 
Por tanto, se establece como principio de imposición el denominado principio de emisión, por 
considerarse que de esta manera se minimiza el riesgo de deslocalización de los intermediarios 
financieros en comparación con el principio de residencia, habida cuenta de que se someten a 
tributación acciones de sociedades españolas, cualquiera que sea la residencia o el lugar de 
establecimiento del intermediario financiero o el lugar en que se negocien. 
 
Asimismo, se someten a gravamen los certificados de depósito representativos de las acciones 
anteriormente citadas. 
 
Ahora bien, el impuesto no se aplica a toda adquisición de acciones de sociedades españolas, 
sino que se limita a las acciones de aquellas sociedades que tengan acciones admitidas a 
negociación en un mercado regulado, con independencia de que la transacción se ejecute o no 
en un centro de negociación, y que además tengan un valor de capitalización bursátil superior 
a 1.000 millones de euros. Con este umbral se pretende que el impuesto afecte lo menos 
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posible a la liquidez del mercado, al tiempo que se garantiza un porcentaje muy elevado de la 
recaudación potencial del impuesto. 
 
Se declaran exentas determinadas operaciones propias del mercado primario, las necesarias 
para el correcto funcionamiento de los mercados, las que vengan originadas por operaciones 
de reestructuración empresarial o por medidas de resolución, las que se realicen entre 
sociedades del mismo grupo y las cesiones de carácter temporal. 
 
Se establece el devengo del impuesto en el momento en que se lleve a cabo la anotación a 
favor del contribuyente de los valores objeto de la adquisición onerosa que constituye el 
hecho imponible, ya se efectúe dicha anotación en una cuenta de valores o en los libros en una 
entidad financiera que preste el servicio de depósito o custodia, o en los registros de un 
depositario central de valores o en los que lleven sus entidades participantes. 
 
La base imponible es el importe de la contraprestación, sin incluir los gastos asociados a la 
transacción. No obstante, se establecen determinadas reglas especiales en aquellos supuestos 
en los que la adquisición de los valores deriva de la ejecución o liquidación de obligaciones o 
bonos convertibles o canjeables, de instrumentos financieros derivados, o de cualquier 
instrumento o contrato financiero, así como en el caso de adquisiciones y transmisiones 
realizadas en el mismo día. 
 
Es contribuyente del impuesto el adquirente de los valores. Es sujeto pasivo, con carácter 
general, el intermediario financiero que transmita o ejecute la orden de adquisición, ya actúe 
por cuenta propia, en cuyo caso será sujeto pasivo a título de contribuyente, o por cuenta de 
terceros, en cuyo caso tendrá la condición de sustituto del contribuyente. 
 
Por último, en relación con la declaración e ingreso del impuesto, la Ley prevé el desarrollo 
reglamentario del procedimiento y de los supuestos en los que un depositario central de 
valores establecido en territorio español sea quien, en nombre y por cuenta del sujeto pasivo, 
efectúe la declaración y el ingreso de la deuda tributaria. De esta forma se permite lograr un 
alto grado de automatización en su gestión. 
 
Para los supuestos en que no resulte aplicable el procedimiento anterior se establece con 
carácter general el sistema de autoliquidación por el sujeto pasivo. 
 
A estos efectos, y con la finalidad de garantizar la efectividad del impuesto con independencia 
del lugar donde se realicen las operaciones gravadas, la Administración tributaria española 
utilizará todos los instrumentos legales de obtención de información previstos por la 
normativa. En particular, los previstos en los tratados y convenios internacionales, así como en 
el acervo comunitario, tales como los regulados en la Directiva 2011/16/UE del Consejo, de 15 
de febrero de 2011, relativa a la cooperación administrativa en el ámbito de la fiscalidad y por 
la que se deroga la Directiva 77/799/CEE. 
 
Ver documento 
 

 
 
 

https://boe.es/buscar/pdf/2020/BOE-A-2020-12356-consolidado.pdf


 
 
 

Nº 104, noviembre de 2020 

 2013  

Real Decreto 902/2020, de 13 de octubre, de igualdad retributiva entre 
mujeres y hombres 
 
La obligación que tienen los poderes públicos de garantizar la efectividad del principio de igual 
retribución por trabajos, no solo iguales, sino de igual valor, resulta actualmente indiscutible. 
Desde que el Convenio número 100 de la OIT de 1951 lo configuró de forma expresa o desde 
que también lo hiciera la Directiva 75/117/CEE del Consejo, de 10 de febrero de 1975, relativa 
a la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros que se refieren a la aplicación 
del principio de igualdad de retribución entre los trabajadores masculinos y femeninos, la 
igualdad retributiva por trabajos de igual valor constituye uno de los elementos esenciales del 
principio de igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres. 
 
En el ámbito de la Unión Europea, la Directiva 2006/54/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa a la aplicación del principio de igualdad de 
oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación 
(refundición), que incorpora el principio de igualdad de retribución para un trabajo de igual 
valor, en el artículo 4, junto con la definición de la discriminación indirecta, en el artículo 2, es 
una norma que no solo establece obligaciones genéricas sino que insiste en la efectividad de 
los instrumentos de transposición utilizados por los Estados miembros, particularmente 
exigiendo de ellos que garanticen en caso de discriminación por razón de sexo reparaciones 
efectivas a las víctimas y sanciones disuasorias. La prohibición de discriminación retributiva por 
razón de sexo y la consiguiente obligación de garantizar la correcta valoración de los puestos 
de trabajo constituye, pues, una obligación específica y directamente exigible a todos los 
Estados miembros, manifestación de la lucha efectiva contra la discriminación indirecta por 
razón de sexo, cuyos presupuestos se han consolidado a lo largo de los más de 40 años 
transcurridos desde la aprobación de la Directiva 75/117/CEE, de 10 de febrero de 1975. 
 
Pero también en el ámbito de la discriminación retributiva directa se ha producido una 
importante ampliación de la protección dispensada en el ámbito de la Unión Europea. 
Efectivamente, en el actual artículo 2 de la Directiva 2006/54/CE, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 5 de julio de 2006, se establece que constituye discriminación directa «la 
situación en que una persona sea, haya sido o pudiera ser tratada por razón de sexo de 
manera menos favorable que otra en situación comparable». En el ámbito retributivo ello 
implica que la concurrencia de discriminación directa se producirá cuando una persona no solo 
sea o haya sido tratada de manera menos favorable que otra en situación comparable, sino 
también cuando «pudiera ser tratada» de modo menos favorable que otra en situación 
comparable, lo que facilita considerablemente que pueda apreciarse la existencia de 
discriminación retributiva directa. 
 
Con todo, el gran reto de la discriminación retributiva por razón de sexo en este momento es 
la discriminación indirecta por incorrecta valoración de los puestos de trabajo. En este sentido 
y para aplicar mejor y de forma más eficaz el principio de igualdad de retribución, con el fin de 
luchar contra las discriminaciones en esta materia y contribuir a hacer frente a la persistente 
diferencia de retribución entre hombres y mujeres, la Recomendación de la Comisión, de 7 de 
marzo de 2014, sobre el refuerzo del principio de igualdad de retribución entre hombres y 
mujeres a través de la transparencia, establecía que los Estados debían optar por, al menos, 
una de las siguientes medidas: (i) derecho individual a la información retributiva de los niveles 
salariales desglosada por género (promedios) a requerimiento del trabajador y la trabajadora; 
(ii) atribución del derecho a esta información con carácter periódico, en beneficio de las 
personas trabajadoras y de sus representantes, en las empresas de al menos cincuenta 
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personas trabajadoras; (iii) obligación de que las empresas de al menos doscientas cincuenta 
personas trabajadoras elaboren auditorías salariales (con promedios retributivos y análisis de 
sistemas de valoración de los puestos) que deben ponerse a disposición de los y las 
representantes; (iv) garantía de que la cuestión de la igualdad de retribución, en particular las 
auditorías salariales, se debata en el nivel adecuado de la negociación colectiva. 
 
Además, desde la Directiva 75/117/CEE, del Consejo, de 10 de febrero de 1975, hasta la 
actualidad, la prohibición de diferente retribución por trabajo de igual valor ha dado lugar a 
una voluminosa y consolidada doctrina jurisprudencial del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea, basada en la prohibición de la sobrevaloración e infravaloración por género de los 
puestos de trabajo (por todos STJCEE de 1 de julio de 1986, asunto Dato, C-237/85) y la 
exigencia de transparencia retributiva al empresariado para justificar una eventual diferencia 
retributiva estadística entre mujeres y hombres (por todos, STJCEE de 17 de octubre de 1989, 
asunto Danfoss, C-109/88). 
 
Similares presupuestos fueron asumidos por el Tribunal Constitucional español que, desde sus 
inicios, aplicó el concepto de igual retribución por trabajo de igual valor entre hombres y 
mujeres. La sentencia pionera fue la STC 145/1991, de 1 de julio, cuya doctrina se consolidó en 
sentencias posteriores (por ejemplo, en la STC 58/1994, de 28 de febrero). La doctrina del 
Tribunal Constitucional ha establecido los principios en los que debe basarse la actuación 
empresarial y de los convenios colectivos a efectos de que no se incurra en discriminación 
retributiva por razón de sexo. 
 
Así mismo, la Estrategia Europea para la Igualdad de Género 2020-2025 establece los objetivos 
estratégicos y las acciones clave de la Comisión Europea para este período 2020-2025 en 
materia de igualdad entre hombres y mujeres, entre las que se encuentra garantizar la 
igualdad de participación y de oportunidades en el mercado laboral, incluyendo la eliminación 
de la brecha retributiva de género. Para hacer frente a la desigualdad de remuneración, la 
Comisión ha abierto una consulta pública sobre la transparencia salarial y se ha comprometido 
a presentar medidas vinculantes para finales de 2020. 
 
En el ordenamiento español el principio de igualdad retributiva por trabajo de igual valor se 
regula en el artículo 28 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre. Es un precepto que ha ido 
creciendo en importancia desde su primera formulación en el texto del Estatuto de los 
Trabajadores de 1980 y que ha sido recientemente modificado por el Real Decreto-ley 6/2019, 
de 1 de marzo, de medidas urgentes para garantía de la igualdad de trato y de oportunidades 
entre mujeres y hombres en el empleo y la ocupación. 
 
Este último ha configurado en España un sistema que mejora lo establecido en la 
Recomendación de la Comisión, de 7 de marzo de 2014, y que combina varias de las opciones 
establecidas en dicho texto: así, el sistema español de registro retributivo permite el acceso de 
la representación legal de las personas trabajadoras a la información retributiva desglosada y 
promediada en todas las empresas, y no solo en aquellas con al menos cincuenta personas 
trabajadoras como establece la recomendación. Asimismo, la auditoría salarial, que en la 
recomendación se refiere a las empresas de al menos doscientas cincuenta personas 
trabajadoras, en la norma española se aplica a todas las empresas que tienen la obligación de 
tener planes de igualdad que, una vez transcurridos los plazos transitorios establecidos en el 
Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, alcanzará en España a todas las empresas de al menos 
cincuenta personas trabajadoras. 
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No obstante, el nuevo marco requiere de un desarrollo reglamentario que concrete sus 
presupuestos y que determine el contenido de las obligaciones en diferentes aspectos como: 
el concepto de trabajo de igual valor, dando certeza y seguridad jurídica acerca de su alcance y 
la necesidad de que sean tenidos en cuenta factores objetivos vinculados de manera estricta y 
necesaria con el trabajo desempeñado; la obligación del registro retributivo desarrollando, 
entre otros aspectos, los criterios concretos para desagregar por sexo la información 
retributiva de la empresa; los sistemas de clasificación profesional contenidos en los convenios 
colectivos y su necesaria vinculación con el registro y la transparencia retributiva a través de 
una correcta valoración de los puestos de trabajo, así como el derecho de las personas 
trabajadoras a acceder al contenido del registro. 
 
Especialmente relevante, como instrumento de transparencia en determinadas empresas, 
resulta el desarrollo del concepto y contenido de las auditorías salariales, dando, en este punto 
concreto, cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 46.6 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de 
marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, introducido por el citado real decreto-
ley. 
 
Pese a que el desarrollo de las auditorías está vinculado al mandato contenido en el artículo 
46.6 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, se entiende que, sin perjuicio de su ubicación, 
tanto material como instrumentalmente, la auditoría está concebida como un elemento 
nuclear en la consecución del objetivo de la igualdad retributiva entre mujeres y hombres a 
través del principio y el refuerzo de la transparencia y así se pone de manifiesto en la 
Recomendación de la Comisión de 7 de marzo de 2014. 
 
Este real decreto, por tanto, complementa la regulación contenida en el Real Decreto 
901/2020, de 13 de octubre, por el que se regulan los planes de igualdad y su registro y se 
modifica el Real Decreto 713/2010, de 28 de mayo, sobre registro y depósito de convenios y 
acuerdos colectivos de trabajo. 
 
También desarrolla el presente real decreto lo establecido en los artículos 22.3 y 12.4.d) del 
Estatuto de los Trabajadores, modificados ambos por el Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de 
marzo, y que establecen, respectivamente, la obligación de que la clasificación profesional se 
realice conforme a criterios libres de discriminación, y la garantía de ausencia de 
discriminación, tanto directa como indirecta, entre mujeres y hombres en el caso de los 
contratos a tiempo parcial. 
 
La estructura y contenido del real decreto responde a cuatro capítulos, once artículos, cuatro 
disposiciones adicionales, una disposición transitoria única y cuatro disposiciones finales. 
 
El capítulo I, relativo al objeto y ámbito de aplicación del real decreto, consta de dos artículos. 
 
El artículo 1 se refiere a su objeto, descrito como el conjunto de medidas específicas para 
hacer efectivo el derecho a la igualdad de trato y no discriminación entre mujeres y hombres 
en materia retributiva, y al desarrollo de los mecanismos necesarios para identificar la 
existencia de brechas retributivas injustificadas o discriminatorias. El artículo 2 se refiere a su 
ámbito personal de aplicación, lo que incluye las relaciones laborales reguladas en el Estatuto 
de los Trabajadores. 
 
El capítulo II define dos elementos básicos en sus diferentes aspectos sustantivos para hacer 
efectivo el derecho a la igualdad de trato y no discriminación: el principio de transparencia, 
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que permite obtener información suficiente y significativa sobre el valor y cuantía de las 
retribuciones permitiendo deducir e identificar posibles discriminaciones, tanto directas como 
indirectas; y la obligación de igual retribución por trabajos de igual valor, aportando todos los 
datos que deben ser tenidos en cuenta para un correcto ejercicio de valoración. 
 
El capítulo III desarrolla en diferentes secciones los instrumentos que hacen posible el principio 
de transparencia retributiva. 
 
La sección 1.ª incluye, tanto las normas generales sobre el registro retributivo, desarrollando 
los elementos objetivos, personales y temporales de la obligación de registro establecida en el 
artículo 28.2 del Estatuto de los Trabajadores, de acuerdo con la modificación del Real 
Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, como las normas que se refieren de manera específica al 
registro de empresas con obligación de auditoría, lo que vincula el contenido de los registros 
retributivos con los planes de igualdad y el objetivo de estos últimos descrito en el artículo 46 
de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, conforme a la modificación del Real Decreto-ley 
6/2019, de 1 de marzo. 
 
Asimismo, y como elemento clave del principio de transparencia, se garantiza el adecuado 
acceso de las personas trabajadoras a la información contenida en el registro retributivo, a 
través de la representación legal en todo caso cuando esta exista, o de forma directa, en cuyo 
caso la información a facilitar se limitará a las diferencias porcentuales que existieran en las 
retribuciones promediadas de hombres y mujeres, que también deberán estar desagregadas 
en atención a la naturaleza de la retribución y el sistema de clasificación aplicable. 
 
La sección 2.ª se ocupa del concepto y contenido de la auditoría retributiva. 
 
Así, la auditoría retributiva, de acuerdo con lo previsto en el artículo 46.2.e) de la Ley Orgánica 
3/2007, de 22 de marzo, y como parte del plan de igualdad, debe incorporar los datos 
necesarios para comprobar que el sistema de retribución existente en la empresa garantiza de 
manera transversal y completa la aplicación efectiva del principio de igualdad entre mujeres y 
hombres. 
También debe permitir la definición de las diferentes necesidades para evitar, corregir y 
prevenir obstáculos existentes o que pudieran producirse. 
 
La auditoría retributiva cumple, por consiguiente, con dos propósitos necesarios y 
complementarios: proporcionar información suficiente, racional y adecuada sobre la aplicación 
efectiva del principio de igualdad de trato y prevenir situaciones de riesgo discriminatorio 
cualquiera que sea su origen. 
 
La sección 3.ª por su parte establece la necesaria transparencia en la negociación colectiva y la 
adecuada valoración de los puestos de trabajo. 
 
El capítulo IV describe, por su parte, el alcance de la tutela judicial y administrativa, 
recordando el valor de la justificación prevista en el artículo 28.3 del Estatuto de los 
Trabajadores sin que pueda aplicarse para descartar la existencia de indicios de discriminación, 
así como el principio de igualdad de retribución respecto de las personas trabajadoras a 
tiempo parcial, en desarrollo de lo previsto en el artículo 12.4.d) del Estatuto de los 
Trabajadores. 
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Respecto de las disposiciones adicionales, se establece una referencia específica a la 
participación institucional, la previsión de la celebración de reuniones para el análisis de la 
efectividad de la lucha contra la brecha retributiva, la elaboración de una Guía técnica para las 
auditorías retributivas y la aplicación de este real decreto al personal laboral al servicio de las 
administraciones públicas. 
 
La disposición transitoria única acompasa la exigencia de las auditorías retributivas y los 
registros a la disposición transitoria décima segunda de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de 
marzo, y a su exigencia paulatina a las empresas de cincuenta o más trabajadores. 
 
Por último, las disposiciones finales incluyen la previsión sobre la elaboración de un 
procedimiento de valoración de los puestos de trabajo, el título competencial prevalente en 
virtud del cual se dicta el presente real decreto, la habilitación para su desarrollo normativo y 
aplicación, así como el comienzo de entrada en vigor a los seis meses de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado». 
 
Ver documento 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

https://boe.es/buscar/pdf/2020/BOE-A-2020-12215-consolidado.pdf


 
 
 

Nº 104, noviembre de 2020 

 2013  

 
Circular 1/2020, de 6 de octubre, de la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores, por la que se modifican la Circular 5/2013, de 12 de junio, que 
establece los modelos de informe anual de gobierno corporativo de las 
sociedades anónimas cotizadas, de las cajas de ahorros y de otras entidades 
que emitan valores admitidos a negociación en mercados oficiales de 
valores; y la Circular 4/2013, de 12 de junio, que establece los modelos de 
informe anual de remuneraciones de los consejeros de sociedades anónimas 
cotizadas y de los miembros del consejo de administración y de la comisión 
de control de las cajas de ahorros que emitan valores admitidos a 
negociación en mercados oficiales de valores 
 
La aprobación de la revisión parcial del Código de buen gobierno de las sociedades cotizadas, 
por acuerdo del Consejo de la Comisión Nacional del Mercado de Valores del 25 de junio de 
2020, hace necesario modificar los modelos de informe anual de gobierno corporativo y de 
informe de remuneraciones de los consejeros incluidos, respectivamente, en la Circular 
5/2013, de 12 de junio, de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, que establece los 
modelos de informe anual de gobierno corporativo de las sociedades anónimas cotizadas, de 
las cajas de ahorros y de otras entidades que emitan valores admitidos a negociación en 
mercados oficiales de valores, y en la Circular 4/2013, de 12 de junio, de la Comisión Nacional 
del Mercado de Valores, que establece los modelos de informe anual de remuneraciones de 
los consejeros de sociedades anónimas cotizadas y de los miembros del consejo de 
administración y de la comisión de control de las cajas de ahorros que emitan valores 
admitidos a negociación en mercados oficiales de valores, tras la modificaciones introducidas 
por la Circular 2/2018, de 12 de junio, de la Comisión Nacional del Mercado de Valores. 
 
Los cambios introducidos en el modelo de informe anual de gobierno corporativo afectan 
principalmente al epígrafe G, en el cual las sociedades tienen que indicar el grado de 
seguimiento de las recomendaciones de gobierno corporativo. El proceso de revisión del 
Código ha afectado, con diferente nivel de intensidad, a las recomendaciones 2, 4, 6, 7, 8, 14, 
15, 22, 24, 37, 39, 41, 42, 45, 53, 54, 55, 59, 62 y 64, por lo que se ha adaptado este epígrafe a 
las modificaciones introducidas en el Código. 
 
La modificación de la recomendación 2 ha generado que se amplíe el ámbito de aplicación del 
apartado D.7. En el proyecto se contempla no solo el supuesto de que la sociedad cotizada y su 
dominante coticen, sino que aplica al resto de casos en los que la sociedad cotizada esté bajo 
el control de otra entidad, cotizada o no. 
 
Se ha actualizado el apartado C.1.28, en línea con la modificación en la recomendación 8, para 
recoger que el objetivo que tiene que perseguir el consejo de administración en la formulación 
de las cuentas anuales es que, hasta donde llegue su conocimiento, se apliquen correctamente 
los principios y criterios de contabilidad. 
 
También se modifica el modelo para solicitar información adicional sobre diversidad de 
género. En el apartado C.1.6 las sociedades deberán explicar si entre las medidas convenidas 
por la comisión de nombramientos para fomentar la diversidad de género en el consejo de 
administración, se encuentra la de incentivar que la compañía cuente con un número 
significativo de altas directivas. En el apartado C.1.14 se incluye información sobre el número 
de mujeres en la alta dirección. 
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En la revisión parcial del Código se ha reforzado la recomendación 22 para aclarar que las 
reglas que el Código recomienda que establezcan las sociedades para que los consejeros 
informen y, en su caso, dimitan en supuestos que puedan perjudicar al crédito y reputación de 
la sociedad deben referirse a situaciones que les afecten, relacionadas o no con su actuación 
en la propia sociedad. De acuerdo con esta modificación se ha adaptado el apartado C.1.36. 
 
Asimismo, la recomendación 22 propone que el consejo examine, tan pronto como sea 
posible, cualquier situación que afecte a un consejero que pueda perjudicar el crédito y 
reputación de la sociedad, valore sin demora tales situaciones y decida si debe o no realizar 
alguna actuación, práctica sobre la que se solicita información en el apartado C.1.37 del 
modelo de informe anual de gobierno corporativo. 
 
Se ha adaptado la segunda parte del apartado C.1.2 a la modificación en el texto de la 
recomendación 24, que evita algunas dudas interpretativas que podrían surgir con la redacción 
anterior. 
 
Asimismo, se ha eliminado el término «hecho relevante» de conformidad con los cambios 
introducidos en la Ley del Mercado de Valores sobre abuso de mercado por el Real Decreto-ley 
19/2018, de 23 de noviembre, de servicios de pago y otras medidas urgentes en materia 
financiera. Así, se ha modificado la expresión «hecho relevante» por «otra información 
relevante». 
 
Finalmente, se ha incluido una disposición transitoria estableciendo los criterios para aclarar 
cómo debe informarse en el apartado G del informe anual de gobierno corporativo 
correspondiente a 2020 sobre el grado de cumplimiento de las recomendaciones que han sido 
objeto de modificación. 
 
En cuanto al modelo de informe de remuneraciones de los consejeros se incluyen dos nuevos 
epígrafes en los apartados A.1 y B.7, para que las sociedades, de conformidad con la 
recomendación 59, expliquen los criterios que aplican para comprobar que se han cumplido de 
modo efectivo las condiciones a las que está vinculada la retribución variable. 
 
La disposición final segunda de la Orden ECC/461/2013, de 20 de marzo, por la que se 
determinan el contenido y la estructura del informe anual de gobierno corporativo, del 
informe anual sobre remuneraciones y de otros instrumentos de información de las 
sociedades anónimas cotizadas, de las cajas de ahorros y de otras entidades que emitan 
valores admitidos a negociación en mercados oficiales de valores, faculta a la CNMV para 
detallar el contenido y estructura de los informes de gobierno corporativo y sobre 
remuneraciones de los consejeros, a cuyo efecto podrá establecer modelos con arreglo a los 
cuales las entidades deberán hacer públicos los mencionados informes. 
 
Ver documento 
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